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I. Introducción

El derecho internacional de los derechos humanos tiene como pro-
pósito contribuir al establecimiento de un orden público, concebi-

do en beneficio de la humanidad mediante el reconocimiento de de-
rechos inherentes de las personas y el establecimiento, a cargo de los 
Estados, de obligaciones correlativas y de sendos mecanismos internos 
e internacionales para su protección. En este sentido, abordar el tema 
de los derechos humanos reviste gran importancia, en virtud de que la 
defensa y tutela de los mismos se fortalece cada día y esta se mantiene 
dinámica conforme a la evolución de la realidad social.

De esta forma, al hablar de derechos humanos (DDHH) en un marco 
normativo que va más allá de las fronteras, abre la puerta a un régi-
men más amplio de protección para los habitantes de un territorio de-
terminado ya que se avanza hacia la tutela de los derechos que le son 
reconocidos a los individuos, los cuales, en ocasiones, pueden no estar 
garantizados por las instancias nacionales, pero existe la posibilidad 
de que lo hagan en un orden internacional.

De manera particular, el presente documento aborda la actuación 
del Poder Legislativo en la recepción del derecho internacional en la 
jurisdicción interna del Estado mexicano, específicamente lo relacio-
nado con las resoluciones de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos (Corte IDH) relativas a garantías de no repetición.

Es así que en los siguientes apartados se abordan, en primer térmi-
no los procedimientos ante la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) y la Corte IDH, haciendo énfasis en la resolución, 
los criterios y las medidas que dictan, mientras que en un siguiente 
apartado se realiza un análisis de los casos en los que México ha sido 
sentenciado, para dar cuenta de la influencia que dichas sentencias 
han tenido en el orden nacional logrando conformar un conjunto nor-
mativo de superior jerarquía respecto a las leyes federales y al derecho 
local. Finalmente, del análisis anterior se desprende como un hallazgo 
relevante el papel preponderante que puede tener el Poder Legislativo 
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en México para fortalecer la protección de derechos fundamentales 
y contribuir a volver más eficiente el marco jurídico, en materia de 
derechos humanos.

II. Breve introducción al procedimiento 
contencioso y a las medidas de 

reparación dictadas por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos

Al término de la Segunda Guerra Mundial, surgió de manera unáni-
me, en el ámbito internacional, la imperante necesidad de brindar 

protección a los derechos que hasta entonces habían sido reconocidos 
únicamente por las constituciones de algunos Estados. Dicha protec-
ción tendría que ser continua y permanente, por lo que su control y vi-
gilancia quedarían a cargo de organismos internacionales que propor-
cionaran mayor estabilidad, es decir, una protección supranacional en 
virtud de la cual, el Estado se obligara a cumplir con los compromisos 
asumidos internacionalmente aún en contra de su voluntad.1

El documento representativo de esta etapa, conocida como inter-
nacionalización de los derechos humanos (DDHH), fue la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, proclamada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas en 1948, la cual es reconocida como la norma 
general en materia de derechos humanos, pese a que no es un instru-
mento jurídicamente vinculante. Posteriormente, en 1966 se procla-
marían el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP)2 y 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PI-
DESC)3 que, junto con sus respectivos protocolos facultativos, desarro-
llan de manera específica los derechos civiles, políticos, económicos, 

1 RODRÍGUEZ y RODRÍGUEZ, Jesús, Las Declaraciones Francesa y Universal de los Derechos Humanos, en 
Bicentenario de la Revolución francesa, México, IIJ-UNAM, 1991, p. 207
2 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos entró en vigor el 23 de marzo de 1976, [16 de abril de 
2019], disponible en: https://www.ohchr.org/Documents/ProfessionalInterest/ccpr_SP.pdf
3 El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales entró en vigor el 3 de enero de 1976, 
disponible en: https://www.ohchr.org/Documents/ProfessionalInterest/cescr_SP.pdf 
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sociales y culturales. En conjunto, estos tres instrumentos integran la 
Carta Internacional de Derechos Humanos. 

Adicional al señalado sistema universal de protección de los dere-
chos humanos que se fundamenta en la referida Carta de las Naciones 
Unidas y que se complementa con diversos tratados que buscan pro-
teger a grupos vulnerables (mujeres, niños, personas migrantes, entre 
otros) se han conformado tres subsistemas regionales: el interamerica-
no, al cual pertenece México, el europeo, y el africano. En cada uno 
de estos subsistemas funcionan órganos de protección de los DDHH 
a manera de tribunales supranacionales: la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, la Corte Europea de Derechos Humanos y la Corte 
Africana de Derechos Humanos, respectivamente. 

En este trabajo nos referiremos únicamente a aquel del que México 
es parte: el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH).

 
Procedimientos en el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos 

En 1978, al entrar en vigor la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (CADH), redactada por los Estados miembros de la Organi-
zación de los Estados Americanos (OEA) durante la Conferencia Espe-
cializada Interamericana sobre Derechos Humanos en San José Costa 
Rica, se configuró formalmente el SIDH, integrado por dos órganos 
con atribuciones claramente diferenciadas: la Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos (CIDH) y la Corte IDH. En los reglamentos 
que regulan su actuación respectiva, se describe el procedimiento que 
deberá seguirse ante uno u otro órgano para la presentación y resolu-
ción de los casos que les son sometidos. 

En el Reglamento de la CIDH4 se establece que cualquier persona 
o grupo de personas, o incluso alguna entidad no gubernamental, que 
cuente con el reconocimiento legal en uno o más Estados miembros de 
la OEA, puede presentar a la Comisión peticiones referentes a la pre-
sunta violación de alguno de los DDHH que hayan sido reconocidos en 
4 Aprobado por la Comisión en su 137° período ordinario de sesiones, celebrado del 28 de octubre al 13 de no-
viembre de 2009; y modificado el 2 de septiembre de 2011 y en su 147º período ordinario de sesiones, celebrado 
del 8 al 22 de marzo de 2013, para su entrada en vigor el 1º de agosto de 2013. Disponible en: http://www.oas.org/
es/cidh/mandato/Basicos/reglamentoCIDH.asp
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los siguientes tratados interamericanos de derechos humanos (artículo 
23 del Reglamento de la CIDH): 

−	 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.

−	 Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San 
José de Costa Rica”.

−	 Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales “Protocolo de San Salvador”. 

−	 Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
Relativo a la Abolición de la Pena de Muerte.

−	 Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

−	 Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas.

−	 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”.

La Comisión IDH también deberá examinar la petición que conten-
ga una denuncia sobre presuntas violaciones de los derechos humanos 
consagrados en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre que involucre a  Estados miembros de la OEA que no sean 
parte en la CADH (art. 51 del Reglamento de la CIDH).5 

Es importante señalar que para que la Comisión considere una pe-
tición es necesario que la presunta víctima haya agotado todos los 
recursos de jurisdicción interna con los que cuenta el Estado presun-
tamente responsable o que se compruebe la imposibilidad de hacerlo, 

5 De los 34 países miembros de la OEA, no han ratificado la CADH 11 países: Antigua y Barbuda, Bahamas, 
Belice, Canadá, Estados Unidos, Granada, Guyana, Saint Kitts and Nevis, Santa Lucía, San Vicente y las Grana-
dinas, Surinam. Dos países la han denunciado: Trinidad y Tobago y Venezuela, sin embargo, esta última la ratificó 
nuevamente el 31 de julio de 2019. Información disponible en: http://www.oea.org/dil/esp/tratados_B-32_Con-
vencion_Americana_sobre_Derechos_Humanos_firmas.htm. 

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/              https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv                   https://revistas.juridicas.unam.mx/ 
https://revistas-colaboracion.juridicas.unam.mx/

DR © 2019. Centro de Estudios en Derecho e Investigaciones Parlamentarias, 
http://www5.diputados.gob.mx/index.php/camara/Centros-de-Estudio/CEDIP/Principal/CEDIP



Diciembre 2019

53

El Poder Legislativo y la adopción de las resoluciones de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos

bien porque no existe en la legislación interna el debido proceso legal 
para la protección del derecho o derechos que se alegan fueron vio-
lados; porque no se le permitió a la presunta víctima el acceso a los 
recursos de dicha jurisdicción interna o se le impidió agotarlos; o bien, 
haya un retraso injustificado en la decisión sobre los mencionados re-
cursos (arts. 29 y 31 del Reglamento de la CIDH).6

La Comisión solicitará al Estado información sobre la petición en 
cuestión, el cual deberá presentar su respuesta dentro del plazo de tres 
meses. Si la CIDH considera la admisibilidad de la petición, esta será 
registrada como caso y deberá iniciarse el procedimiento sobre el fon-
do. Si el Estado no suministra información relevante para controvertir 
los hechos alegados en la petición dentro del plazo fijado por la Co-
misión, éstos se presumirán verdaderos. De considerarlo necesario, la 
Comisión podrá realizar una investigación in loco, para lo cual reque-
rirá al Estado en cuestión las facilidades pertinentes. En algunos casos 
considerados como graves la Comisión podrá realizar esta investiga-
ción, previo consentimiento del Estado tan sólo con la presentación de 
una petición, siempre que ésta reúna todos los requisitos formales de 
admisibilidad (arts. 36, 38 y 39 del Reglamento de la CIDH).

En caso de que la Comisión determine que no hubo violación en el 
caso planteado, así lo señalará en su informe sobre el fondo, el cual se 
comunicará a las partes y se publicará e incluirá en el Informe Anual 
de la Comisión a la Asamblea General de la OEA.

Sin embargo, si la CIDH considera que existieron una o más viola-
ciones preparará un informe preliminar con las proposiciones y reco-
mendaciones que juzgue pertinentes y lo transmitirá al Estado en cues-
tión, fijándole un plazo para que informe sobre las medidas adoptadas 
para cumplir con las recomendaciones que se le hayan formulado. Al 
notificar al peticionario, éste tendrá un mes para hacer del conoci-
miento de la Comisión su posición respecto del sometimiento del caso 
a la Corte IDH (art. 44 del Reglamento de la CIDH).7  En caso de que la 
Comisión considere que el Estado en cuestión no ha cumplido con las 
recomendaciones del informe, someterá el caso a la Corte IDH.
6 En caso de que se hayan agotado los recursos internos, la presunta víctima cuenta con seis meses a partir de la 
fecha en la que le fue notificada la resolución. En caso de encontrarse dentro de alguna de las excepciones enuncia-
das, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, lo cual será determinado a criterio de la Comisión 
(art. 32 del Reglamento de la CIDH).
7 El Reglamento de la CIDH contempla en los artículos 40 a 42  tres supuestos que permiten concluir anticipada-
mente el procedimiento iniciado: la solución amistosa, el desistimiento y el archivo de peticiones y casos.
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Adicional a lo anterior, el Reglamento de la CIDH contempla en 
los artículos 40 a 42, los tres supuestos que permiten concluir antici-
padamente el procedimiento iniciado ante esta instancia: la solución 
amistosa, el desistimiento y el archivo de peticiones y casos.

Procedimiento ante la Corte IDH 

Una vez que les es notificado el escrito de sometimiento del caso, las 
presuntas víctimas o sus representantes podrán presentar su escrito de 
solicitudes, argumentos y pruebas ante la Corte IDH (art. 25 del Re-
glamento de la Corte IDH).8 En cualquier etapa del procedimiento, la 
Comisión tiene la atribución para solicitar medidas provisionales a la 
Corte IDH en situaciones de extrema gravedad y urgencia, cuando sea 
necesario para evitar daños irreparables a las personas (art. 76 del Re-
glamento de la CIDH), atribución que puede ejercer también la Corte 
IDH, ya sea de oficio o bien a solicitud de las víctimas. 

Es pertinente mencionar que únicamente los Estados partes y la 
Comisión, después de seguir el proceso someramente descrito, tienen 
derecho a someter un caso ante la Corte IDH (art. 61 de la CADH). En 
caso de que la Comisión, las víctimas o sus representantes, el Estado 
demandado o, en su caso, el Estado demandante, no comparecieren o 
se abstuvieren de actuar, la Corte IDH, de oficio, impulsará el proceso 
hasta su finalización (art. 29 del Reglamento de la Corte IDH). 

De manera similar a la terminación anticipada del procedimiento 
ante la Comisión, el Reglamento de la Corte IDH en los artículos 61 a 
63 establece el desistimiento, el reconocimiento y la solución amistosa 
como los supuestos para que ello ocurra. No obstante, la Corte IDH 
tiene la potestad para decidir si se continúa con el examen del caso.

Medidas de reparación dictadas por la Corte IDH

Contra las sentencias y resoluciones de la Corte IDH no procede ningún 
medio de impugnación. Éstas serán públicas, así como las opiniones y 
otras decisiones. De acuerdo con el artículo 63 de la CADH, 

8 El Reglamento de la CIDH fue aprobado por la Corte en su LXXXV Período Ordinario de Sesiones celebrado 
del 16 al 28 de noviembre de 2009.
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1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad 
protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garan-
tice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. 
Dispondrá, asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las 
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la 
vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemniza-
ción a la parte lesionada.

A través de las diversas sentencias, la Corte IDH ha sistematizado 
las formas de reparación enunciadas en el artículo citado en: restitu-
ción, rehabilitación, satisfacción, garantías de no repetición, indem-
nizaciones y reintegro de costas y gastos y obligación de investigar, 
juzgar y, en su caso, sancionar.9 Dichas medidas fueron definidas en el 
Informe Anual de la Corte IDH, correspondiente al año 2012:10

a) Medidas de restitución. Implican el restablecimiento, hasta don-
de sea posible, de la situación que existía antes de que ocurriera la 
violación. En esta forma de reparación se contemplan medidas tales 
como: a) el restablecimiento de la libertad de personas detenidas ile-
galmente; b) la devolución de bienes confiscados ilegalmente; c) el 
regreso al lugar de residencia del cual la víctima fue desplazada; d) el 
reintegro al empleo; e) la anulación de antecedentes judiciales, admi-
nistrativos, penales o policiales y cancelación de los registros corres-
pondientes; y f) la devolución, demarcación y titulación del territorio 
tradicional de las comunidades indígenas para proteger su propiedad 
comunal.

b) Medidas de rehabilitación. Están destinadas a proporcionar 
atención médica y psicológica necesaria para atender las necesidades 
de salud física y psíquica de las víctimas.

c) Medidas de satisfacción. Están dirigidas a reparar el daño in-
material (sufrimientos y las aflicciones causados por la violación, de 
carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de las vícti-
mas). Comprenden, asimismo, entre otros, actos u obras de alcance 

9 Informe anual 2018 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, p. 68. Disponible en: http://www.cor-
teidh.or.cr/tablas/informe2018/espanol.pdf
10 Informe anual 2013 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, pp. 19-20. Disponible en: http://www.
corteidh.or.cr/sitios/informes/docs/SPA/spa_2012.pdf
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o repercusión pública, actos de reconocimiento de responsabilidad, 
disculpas públicas a favor de las víctimas y actos de conmemoración 
de las víctimas, pretendiendo de esta manera la recuperación de la 
memoria de las mismas, el reconocimiento de su dignidad y el consue-
lo de sus deudos.

d) Garantías de no repetición (GNR).  Con éstas medidas se pre-
tende que no vuelvan a ocurrir violaciones a los derechos humanos 
como las sucedidas en el caso que fue sometido a la Corte. Se pueden 
dividir a su vez en tres grupos, según su naturaleza y finalidad, a 
saber: a) medidas de adecuación de la legislación interna a los pa-
rámetros convencionales; b) capacitación a funcionarios públicos en 
derechos humanos; y c) adopción de otras medidas para garantizar la 
no repetición de violaciones.

e) Obligación de investigar, juzgar y, en su caso, sancionar. Es la 
obligación que tienen los Estados de garantizar la investigación efec-
tiva de los hechos violatorios y, en su caso, determinar los autores 
materiales e intelectuales de los mismos, así como aplicar las sancio-
nes correspondientes. El Estado debe remover todos los obstáculos, de 
facto y de jure, que impidan la debida investigación de los hechos, y 
utilizar todos los medios disponibles para hacer expedita dicha inves-
tigación y los procedimientos respectivos, a fin de evitar la repetición 
de hechos violatorios. 

La Corte IDH ha determinado emplear la figura de la restitutio in 
integrum (reparación integral) que puede incluir tanto las garantías 
del goce del derecho o libertad conculcados, como la reparación de 
las consecuencias a las víctimas, pues considera que la reparación del 
daño ocasionado por la infracción de alguna obligación internacional, 
requiere la plena restitución, es decir, el restablecimiento de la situa-
ción anterior. Sin embargo, reconoce que esto no es factible en la ma-
yoría de los casos, por lo que la Corte IDH determinará medidas para 
garantizar los derechos conculcados, reparar las consecuencias que las 
infracciones produjeron y establecer una indemnización que compen-
se los daños ocasionados. Por tanto, la Corte IDH ha considerado la 
necesidad de otorgar diversas medidas de reparación, a fin de resarcir 
los daños de manera integral, por lo que además de las compensacio-
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nes pecuniarias, las medidas de restitución, satisfacción y garantías de 
no repetición tienen especial relevancia por los daños ocasionados.11

En el Caso González y otras (“Campo algodonero”) Vs. México, la Cor-
te determinó los parámetros a considerar para dictar las medidas de 
reparación que le son solicitadas por la CIDH.12 La Corte valorará que 
dichas medidas: i) se refieran directamente a las violaciones declaradas 
por el Tribunal; ii) reparen proporcionalmente los daños materiales e 
inmateriales; iii) no signifiquen enriquecimiento ni empobrecimiento; 
iv) reestablezcan en la mayor medida de lo posible a las víctimas en 
la situación anterior a la violación en aquello en que no se interfiera 
con el deber de no discriminar; v) se orienten a identificar y eliminar 
los factores causales de discriminación; vi) se adopten desde una pers-
pectiva de género, tomando en cuenta los impactos diferenciados que 
la violencia causa en hombres y en mujeres, y vii) consideren todos 
los actos jurídicos y acciones alegadas por el Estado en el expediente 
tendientes a reparar el daño ocasionado.

Cumplimiento de las sentencias

De acuerdo con el artículo 67 de la CADH, los fallos de la Corte son 
definitivos e inapelables. Sin embargo, si existe desacuerdo sobre el 
alcance de éstos, la Corte IDH lo interpretará a solicitud de parte, 
siempre que ésta se presente dentro de los noventa días a partir de que 
les fue notificada la resolución. 

A pesar de que con la aceptación de la jurisdicción de la Corte IDH, 
los Estados partes se comprometen a cumplir su decisión en todos los 
casos en los que sean partes, siempre existe la probabilidad de que 
algún Estado no dé cumplimiento a los fallos dictados por dicho Tribu-
nal, por lo que éste lo hará del conocimiento de la Asamblea General 
de la OEA en el periodo ordinario de sesiones, con las recomendacio-
nes pertinentes.

11 Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de febrero de 2012, párr. 
241. Disponible en: http://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_239_esp.pdf
12 Caso González y otras (“Campo algodonero”) Vs. México. Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009, párr. 451. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/
articulos/seriec_205_esp.pdf
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Adicionalmente, el artículo 69 del Reglamento de la Corte IDH, 
establece la atribución de la Corte para realizar la supervisión de las 
sentencias mediante la presentación de informes estatales, así como de 
las correspondientes observaciones a dichos informes por parte de las 
víctimas o sus representantes. En esta etapa, la CIDH interviene para 
presentar observaciones al informe del Estado, así como a las observa-
ciones que llegaran a hacer las víctimas o sus representantes.

La Corte también puede requerir a otras fuentes de información 
datos relevantes, informes y peritajes sobre el caso que le permitan 
apreciar el cumplimiento de sus sentencias. De considerarlo pertinen-
te, podrá convocar al Estado y a los representantes de las víctimas a 
una audiencia para supervisar el cumplimiento de sus decisiones. En 
dicha audiencia, la Comisión expondrá su opinión ante la Corte. El 
Tribunal deberá emitir las resoluciones que estime pertinentes una vez 
que cuente con la información que le permita determinar el estado del 
cumplimiento de sus fallos.

El Poder Legislativo y la CIDH 

Como puede observarse, en el procedimiento ante la CIDH, a los Esta-
dos les son requeridos informes previo al sometimiento ante la Corte 
IDH del caso. En esta etapa en la que el informe le es transmitido al 
Estado, la Comisión puede formular las proposiciones y recomendacio-
nes que estime pertinentes, y el Estado tendrá tres meses para “solu-
cionar el asunto” antes de ser sometido a la Corte. 

Se estima que en esta etapa la comunicación entre el Poder Ejecu-
tivo y las cámaras del Poder Legislativo podría resultar fundamental, 
pues si de manera oportuna, se hace del conocimiento de este último 
los casos en los que se está controvirtiendo la legislación vigente, el 
órgano legislativo podría comenzar el análisis ex officio de la misma 
y de considerarlo procedente, la modificación a la normativa que la 
CIDH estima violatoria de los DDHH, todo ello previo a que la Comi-
sión someta el caso a la Corte IDH. 
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III. Veinte años y once sentencias. 
México ante la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos

Antecedentes de la relación de México con la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos

La salud actual de la que goza la relación del Estado mexicano con la 
Corte IDH, y con los sistemas internacionales de protección de los de-
rechos humanos en general, no puede entenderse sin hacer referencia 
al cambio de paradigma que se dio en el país a lo largo de casi cinco 
décadas en la materia. De ello, da cuenta la historia.

En 1945 se celebró en la Ciudad de México la Conferencia Inte-
ramericana sobre los Problemas de la Guerra y la Paz, llamada tam-
bién Conferencia de Chapultepec, que constituye el antecedente de la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, cuya 
resolución XL denominada Protección internacional de los derechos esen-
ciales del hombre, es sumamente relevante, ya que proclamaba la ad-
hesión de las Repúblicas Americanas a los principios consagrados en el 
Derecho Internacional para la salvaguardia de los derechos esenciales del 
hombre y pronunciarse en favor de un sistema de protección internacional 
de los mismos.13 México apoyó la señalada resolución, aceptando con 
ello el criterio de la salvaguardia supranacional de los DDHH.

Sin embargo, en 1948, durante las negociaciones que derivarían en 
la Declaración Americana y en la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos, las delegaciones mexicanas que participaban fueron 
instruidas para regir su actuar de conformidad con los siguientes li-
neamientos:14

13 Conferencia Interamericana sobre Problemas de la Guerra y la Paz, Ciudad de México, 21 de febrero al 8 de 
marzo de 1945, Conferencias Internacionales Americanas, segundo suplemento 1945-1954, 2ª. ed, México, 1990. 
Disponible en: http://biblio2.colmex.mx/coinam/coinam_2_suplemento_1945_1954/base2.htm
14 SALTALAMACCHIA ZICCARDI, Natalia, et. al., “La dimensión internacional de la reforma de derechos hu-
manos: antecedentes históricos”, La reforma constitucional de derechos humanos. Un nuevo paradigma, México, 
Porrúa-UNAM, 2012, pp. 8-9. La autora refiere los Lineamientos contenidos en el memorando del 19 de marzo de 
1948 formulado por el licenciado Pablo Campos Ortiz, miembro de la delegación mexicana ante la IX Conferencia 
Internacional Americana. 
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-	 Los derechos humanos no deben ser objeto de una convención, sino de 
una simple declaración.

-	 Es inadmisible la llamada protección internacional de los derechos 
humanos, por lo que no puede aceptarse nada que tienda a constituir 
una maquinaria internacional para proteger tales derechos.

-	 Debe apoyarse cualquier tendencia en el sentido de fortalecer la pro-
tección nacional de los derechos humanos mediante soluciones de de-
recho interno, tales como la institución mexicana del juicio de amparo.

Como se aprecia, se da un viraje importante en el posicionamiento 
de México, pues estos lineamientos contradicen el compromiso asu-
mido en 1945, cuando había aceptado que para llevar a la práctica 
la protección internacional de los Derechos Esenciales del Hombre, se 
requería precisar tales derechos –así como los deberes correlativos –en una 
Declaración adoptada en forma de Convención por los Estados.15

En los siguientes años, México optó por mantener un bajo perfil, 
aunque participaba en las negociaciones de los tratados y de la con-
formación de los organismos internacionales. Sin embargo, siempre se 
reusó a aceptar la competencia contenciosa a instancias internaciona-
les, cuando ello era optativo.16

En este contexto se inscribe la participación del Estado mexicano 
en la confección de la CADH, originalmente denominada Convención 
Interamericana sobre Protección de Derechos Humanos, en la que las 
observaciones del gobierno de México al proyecto de Convención re-
flejan su posicionamiento, que entonces se caracterizaba por la férrea 
defensa de los principios de no intervención y autodeterminación de 
los pueblos, y que, en materia de derechos humanos el día de hoy no 
podría justificarse. A continuación, las observaciones más relevantes:17

15 “Protección Internacional de los Derechos Esenciales del Hombre”, Conferencia Interamericana sobre Proble-
mas de la Guerra y la Paz, Ciudad de México, 21 de febrero al 8 de marzo de 1945, op. cit.
16 SALTALAMACCHIA ZICCARDI, Natalia, et. al., op. cit., pp. 10-11
17 Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos. San José, Costa Rica, 7-22 de noviembre 
de 1969. Actas y documentos, Secretaría General, Organización de los Estados Americanos, Washington, D.C., 
pp. 99-100. Disponible en: https://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/actas-conferencia-interamericana-Dere-
chos-Humanos-1969.pdf
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I. […] la protección de los derechos humanos debe quedar 
primordialmente a cargo de la legislación interna de cada Estado, 
y sólo en una forma gradual y progresiva es como debe avanzar-
se, hacía el tutelaje internacional de los citados derechos.

II. […] el Gobierno de México considera prematuro el esta-
blecimiento de la Corte Internacional a que alude el Proyecto y 
estima más realista y promisorio el que con la experiencia pres-
tigio que siga ganando la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, se llega a formar una conciencia en los países de Amé-
rica acerca de la posibilidad y conveniencia de sujetar sus actos 
en la materia a un tribunal internacional.

En tal virtud, el Gobierno de México no puede dar su opinión 
favorable a la parte del Proyecto que se refiere a la organización 
y funcionamiento de la Corte Interamericana […]

Más tarde, y luego de que la gran mayoría de las delegaciones se 
pronunciaran a favor del establecimiento de la Corte IDH, México tuvo 
que hacer lo propio, en el entendido de que la competencia de la Corte 
sería opcional.

No obstante, la participación de la delegación mexicana en la re-
dacción de la CADH, no fue sino hasta 1981 que entró en vigor para 
México, mientras que la aceptación de la competencia contenciosa de 
la Corte IDH se dio hasta el 16 de diciembre de 1998, lo cual, aunque 
tardíamente, figura como uno de los pasos más relevantes en materia 
de protección de los derechos humanos para el país.

México ante la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos

A partir de la aceptación de la señalada competencia contenciosa Mé-
xico ha sido sentenciado por la Corte IDH en 11 ocasiones, aunque se 
han presentado numerosas peticiones ante la CIDH: desde el año 2006 
(fecha a partir de la cual la Comisión publica dicha información) y 
hasta 2017, se han registrado un total de 5,454.18 
18 Desde 2011 y hasta 2017 México fue el país del que más peticiones recibió la CIDH, seguido en la mayoría de 
los casos por Colombia. La Comisión aún no publica los datos relativos a 2018.  Información disponible en: http://
www.oas.org/es/cidh/multimedia/estadisticas/estadisticas.html.
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Tal como se señaló en el capítulo anterior, en sus sentencias la 
Corte IDH puede dictar a los Estados diversas medidas distintas a las 
indemnizaciones. Entre éstas, destacan las GNR, ya que tienen como 
propósito evitar que se repitan situaciones como las que dieron origen 
al caso llevado ante la Corte, beneficiando con ello a otros miembros 
de la sociedad y no únicamente a quienes son identificadas como víc-
timas. Entre las GNR se encuentran las medidas de adecuación de la 
legislación interna a los parámetros convencionales.

En este sentido, aunque como ya se mencionó México ha sido con-
denado en 11 ocasiones por la Corte IDH, únicamente en cinco de 
éstas le han sido dictadas GNR relacionadas con la modificación del 
marco normativo. A continuación, se refieren dichos casos.

Caso Castañeda Gutman Vs. México. Sentencia de 6 
agosto de 200819

En la demanda presentada por la Comisión ante la Corte, la primera 
indicó que estaba relacionada con la inexistencia en el ámbito interno 
de un recurso sencillo y efectivo para el reclamo de la constitucionali-
dad de los derechos políticos y el consecuente impedimento para que 
el C. Jorge Castañeda Gutman inscribiera su candidatura independien-
te a la presidencia de México para las elecciones que se celebraron en 
julio de 2006.

La Corte ordenó las siguientes medidas de reparación al Estado 
mexicano:

1) Completar la adecuación de su derecho interno a la Conven-
ción, de tal forma que ajustara la legislación secundaria y las nor-
mas que reglamentan el juicio de protección de los derechos del 
ciudadano, de manera que mediante dicho recurso se garantice a 
los ciudadanos de forma efectiva el cuestionamiento de la consti-
tucionalidad de la regulación legal del derecho a ser elegido;

2) Publicar en el Diario Oficial de la Federación (DOF) la parte 
resolutiva de la sentencia; y

19 Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 
de agosto de 2008. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_184_esp.pdf
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3) Pagar el monto fijado por reintegro de costas y gastos.

De conformidad con lo señalado en el capítulo II, las medidas dic-
tadas por la Corte en este caso serían: GNR (punto 1), de satisfacción 
(punto 2) y de restitución (punto 3).

Para dar cumplimiento a las GNR dictadas por la Corte IDH se refor-
maron en 2008 la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,20 
para incluir entre las atribuciones de la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación y de sus Salas Regionales, 
la competencia para resolver la no aplicación, en casos concretos, de 
aquellas leyes electorales que sean contrarias a la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM).21 

Con dichas reformas, la Corte IDH dio por concluido el caso Casta-
ñeda Gutman, al estimar que México había dado cumplimiento total a 
su obligación de garantizar a los ciudadanos de forma efectiva el cuestio-
namiento de la constitucionalidad de la regulación legal del derecho a ser 
elegido.

Caso Radilla Pacheco Vs. México. Sentencia de 23 de 
noviembre de 200922

El Estado mexicano fue llevado ante la Corte IDH por la presunta des-
aparición forzada del C. Rosendo Radilla Pacheco el 25 de agosto de 
1974, a manos de efectivos del Ejército en el estado de Guerrero. De 
acuerdo con la CIDH, dichas violaciones “se prolongan hasta la fecha, 
por cuanto el Estado mexicano no ha establecido el paradero de la 
víctima ni se han encontrado sus restos”. De acuerdo a lo alegado por 
la Comisión, “[a] más de 33 años de los hechos, existe total impunidad 
ya que el Estado no ha sancionado penalmente a los responsables, ni 
ha asegurado a los familiares una adecuada reparación”.23

20 Las reformas se publicaron en el DOF de fecha 1 de julio de 2008.
21 Caso Castañeda Gutman Vs. México. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. Resolución de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos de 28 de agosto de 2013, párr. 19. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/
docs/supervisiones/casta%C3%B1eda_28_08_13.pdf
22 Caso Radilla Pacheco Vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_209_esp.pdf
23 Ibídem, párr. 2
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La Corte IDH sentenció a México a lo siguiente:

1) Conducir eficazmente la investigación y en su caso, los pro-
cesos penales que se tramiten en relación con la detención y pos-
terior desaparición forzada del señor Rosendo Radilla Pacheco, 
para determinar las correspondientes responsabilidades penales 
y aplicar efectivamente las sanciones y consecuencias que la ley 
prevea;

2) Continuar con la búsqueda efectiva y la localización inme-
diata del señor Rosendo Padilla Pacheco o de sus restos mortales;

3) Adoptar las reformas legislativas que permitan compatibili-
zar el artículo 57 del Código de Justicia Militar con los estándares 
internacionales en la materia;

4) Adoptar las reformas legislativas pertinentes para compati-
bilizar el artículo 215 A del Código Penal Federal con los estánda-
res internacionales en la materia y con la Convención Interameri-
cana sobre Desaparición Forzada de Personas;

5) Implementar programas o cursos permanentes relativos al 
análisis de la jurisprudencia del SIDH en relación con los límites 
de la jurisdicción penal militar, así como un programa de forma-
ción sobre la debida investigación y juzgamiento de hechos cons-
titutivos de desaparición forzada de personas;

6) Publicar en el DOF diversos párrafos de la sentencia e ínte-
gramente en el sitio web oficial de la Procuraduría General de la 
República, en un plazo de seis y dos meses, respectivamente;

7) Realizar un acto público de reconocimiento de responsa-
bilidad en desagravio a la memoria del señor Rosendo Radilla 
Pacheco;

8) Realizar una semblanza de la vida del señor Rosendo Radi-
lla Pacheco;

9) Brindar atención psicológica y/o psiquiátrica gratuita y de 
forma inmediata, adecuada y efectiva, a través de sus institucio-
nes públicas de salud especializadas, a las víctimas declaradas en 
la sentencia; y

10) Pagar las cantidades determinadas por la Corte IDH por 
concepto de indemnización por daño material e inmaterial, y el 
reintegro de costas y gastos, según corresponda.

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/              https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv                   https://revistas.juridicas.unam.mx/ 
https://revistas-colaboracion.juridicas.unam.mx/

DR © 2019. Centro de Estudios en Derecho e Investigaciones Parlamentarias, 
http://www5.diputados.gob.mx/index.php/camara/Centros-de-Estudio/CEDIP/Principal/CEDIP



Diciembre 2019

65

El Poder Legislativo y la adopción de las resoluciones de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos

Respecto de la GNR contenida en el punto tres, en las que se ordena 
realizar diversas reformas legislativas al Estado mexicano, se volverá 
más adelante. Por lo que hace a la medida ordenada para que se com-
patibilizara el artículo 215 A del Código Penal Federal con los están-
dares internacionales en la materia y de la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas, es importante señalar que 
aunque en la fecha en la que se realizó la supervisión de cumplimiento 
de sentencia México no había dado cumplimiento a la señalada mo-
dificación legislativa,24 el 17 de noviembre de 2017, se publicó en el 
DOF el Decreto por el que se expide la Ley General en Materia de Desa-
parición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y 
del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas, y se reforman y derogan 
diversas disposiciones del Código Penal Federal y de la Ley General de Sa-
lud, que atendía a la sentencia de la Corte IDH.

Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Sentencia 
de 30 de agosto de 201025

La demanda en contra del Estado versa sobre la presunta responsa-
bilidad internacional del Estado mexicano por la violación sexual y 
tortura en perjuicio de la señora Fernández Ortega ocurrida el 22 de 
marzo de 2002; por la falta de debida diligencia en la investigación y 
posterior sanción de los responsables de esos hechos; por la falta de re-
paración adecuada a favor de la presunta víctima y sus familiares; por 
la utilización del fuero militar para la investigación y juzgamiento de 
violaciones a los derechos humanos; y las dificultades que enfrentan 
las mujeres indígenas para acceder a la justicia.26

La Corte IDH sentenció al Estado mexicano a lo siguiente:

1) Conducir en el fuero ordinario la investigación, en su caso, 
el proceso penal que tramiten en relación con la violación sexual 
de la señora Fernández Ortega;

24 Caso Radilla Pacheco Vs. México, Supervisión de cumplimiento de sentencia. Sentencia de 14 de mayo de 
2013. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/docs/supervisiones/radillapacheco_14_05_13.pdf
25 Caso Fernández y Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 30 de agosto de 2010. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_215_esp.pdf
26 Ibídem, párr. 2
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2) Examinar la conducta del agente del Ministerio Público que 
dificultó la recepción de la denuncia presentada por la señora 
Fernández Ortega;

3) Adoptar las reformas legislativas pertinentes para compati-
bilizar el artículo 57 del Código de Justicia Militar con los están-
dares internacionales en la materia y de la CADH;

4) Adoptar las reformas pertinentes para permitir que las per-
sonas afectadas por la intervención del fuero militar cuenten con 
un recurso efectivo de impugnación de tal competencia;

5) Realizar un acto público de reconocimiento de responsabili-
dad internacional en relación con los hechos del caso;

6) Brindar el tratamiento médico y psicológico que requieran 
las víctimas;

7) Continuar con el proceso de estandarización de un protoco-
lo de actuación, para el ámbito federal y del estado de Guerrero, 
respecto de la atención e investigación de violaciones sexuales 
considerando, en lo pertinente, los parámetros establecidos en el 
Protocolo de Estambul y en las Directrices de la Organización 
Mundial de la Salud;

8) Continuar implementando programas y cursos permanentes 
de capacitación sobre investigación diligente en casos de violen-
cia sexual contra las mujeres, que incluyan perspectiva de género 
y etnicidad, los cuales deberán impartirse a los funcionarios fede-
rales y del estado de Guerrero;

9) Implementar, en un plazo razonable, un programa o curso 
permanente y obligatorio de capacitación y formación en dere-
chos humanos, dirigido a los miembros de las Fuerzas Armadas;

10) Otorgar becas de estudios en instituciones públicas mexi-
canas en beneficio de los hijos de la señora Fernández Ortega;

11) Facilitar los recursos necesarios para que la comunidad 
indígena mep’aa de Barranca Tecoani establezca un centro de la 
mujer, en el que se desarrollen actividades educativas en dere-
chos humanos y derechos de la mujer;

12) Adoptar medidas para que las niñas de la comunidad de 
Barranca Tecoani que actualmente realizan estudios secundarios 
en la ciudad de Ayutla de los Libres, cuenten con facilidades de 
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alojamiento y alimentación adecuadas, de manera que puedan 
continuar recibiendo educación en las instituciones a las que asis-
ten;

13) Asegurar que los servicios de atención a las mujeres vícti-
mas de violencia sexual sean proporcionados por las instituciones 
indicadas por México, a través de la provisión de los recursos 
materiales y personales; y

14) Pagar las cantidades fijadas por concepto de indemniza-
ción por daño material e inmaterial y por el reintegro de costas y 
gastos, según corresponda.

Respecto del cumplimiento de las garantías de no repetición dicta-
das por la Corte IDH contenidas en los puntos 3 y 4, se hará referencia 
en un apartado posterior.

Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Sentencia de 
31 de agosto de 201027

La demanda se refiere a la supuesta responsabilidad internacional del 
Estado mexicano por la violación sexual y tortura en perjuicio de la 
señora Rosendo Cantú ocurrida el 16 de febrero de 2002; por la falta 
de debida diligencia en la investigación y sanción de los responsables 
de esos hechos; por las consecuencias de los hechos del caso en la hija 
de la presunta víctima; por la falta de reparación adecuada en favor de 
la presunta víctima y sus familiares; por la utilización del fuero mili-
tar para la investigación y juzgamiento de violaciones a los derechos 
humanos; y por las dificultades que enfrentan las personas indígenas, 
en particular las mujeres, para acceder a la justicia y a los servicios de 
salud.28

El Estado mexicano fue condenado a lo siguiente:

1) Conducir en el fuero ordinario la investigación y, en su caso, 
el proceso penal que tramite en relación con la violación sexual 

27 Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 
de agosto de 2010. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_216_esp.pdf 
28 Ibídem, párr. 2
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de la señora Rosendo Cantú, con el fin de determinar las corres-
pondientes responsabilidades penales y aplicar, en su caso, las 
sanciones;

2) Examinar el hecho y la conducta del agente del Ministerio 
Público que dificultaron la recepción de la denuncia presentada 
por la señora Rosendo Cantú, así como del médico que no dio el 
aviso legal correspondiente a las autoridades;

3) Adoptar, en un plazo razonable, las reformas legislativas 
pertinentes para compatibilizar el artículo 57 del Código de Jus-
ticia Militar con los estándares internacionales en la materia y de 
la CADH;

4) Adoptar las reformas pertinentes para permitir que las per-
sonas afectadas por la intervención del fuero militar cuenten con 
un recurso efectivo de impugnación de tal competencia;

5) Realizar un acto público de reconocimiento de responsabili-
dad internacional en relación con los hechos del caso;

6) Realizar diversas publicaciones de conformidad con lo dis-
puesto en la sentencia;

7) Continuar con el proceso de estandarización de un protoco-
lo de actuación, para el ámbito federal y del estado de Guerrero, 
respecto de la atención e investigación de violaciones sexuales 
considerando, en lo pertinente, los parámetros establecidos en el 
Protocolo de Estambul y en las Directrices de la Organización 
Mundial de la Salud;

8) Continuar implementando programas y cursos permanentes 
de capacitación sobre investigación diligente en casos de violen-
cia sexual contra las mujeres, que incluyan perspectiva de género 
y etnicidad, los cuales deberán impartirse a los funcionarios fede-
rales y del estado de Guerrero;

9) Continuar con la capacitación en materia de derechos hu-
manos de integrantes de las Fuerzas Armadas e implementar un 
programa o curso permanente y obligatorio de capacitación y 
formación en derechos humanos, dirigido a los miembros de las 
Fuerzas Armadas;

10) Brindar el tratamiento médico y psicológico que requieran 
las víctimas;
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11) Otorgar becas de estudios en instituciones públicas mexi-
canas en beneficio de la señora Rosendo Cantú y de su hija;

12) Continuar brindando servicios de tratamiento a mujeres 
víctimas de violencia sexual por medio del centro de salud de 
Caxitepec, el cual deberá ser fortalecido a través de la provisión 
de recursos materiales y personales;

13) Asegurar que los servicios de atención a las mujeres vícti-
mas de violencia sexual sean proporcionados por las instituciones 
indicadas por México, cuyas actividades deberán ser fortalecidas 
mediante acciones de capacitación;

14) Continuar las campañas de concientización y sensibiliza-
ción de la población en general sobre la prohibición y los efectos 
de la violencia y discriminación contra la mujer indígena; y

15) Pagar las cantidades fijadas por concepto de indemniza-
ción por daño material e inmaterial y por el reintegro de costas 
y gastos.

Respecto de las GNR que implicaban modificaciones al marco le-
gal, la Corte IDH emitió una resolución por separado, como se verá a 
continuación.

Casos Radilla Pacheco, Fernández Ortega y otros, 
y Rosendo Cantú y otra Vs. México. Supervisión de 
cumplimiento de sentencia29

La Corte IDH se pronunció en la misma resolución sobre las GNR or-
denadas en las sentencias emitidas en los tres casos relacionadas con 
la obligación del Estado mexicano de adecuar su derecho interno a la 
CADH, luego de que concluyera la responsabilidad de México por la 
violación al artículo 8.1 de la Convención,30 debido a la falta de com-
petencia de la jurisdicción penal militar para conocer y resolver los 
hechos relativos a la detención y posterior desaparición forzada del 
29 Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de 17 de abril de 2015.  Disponible en: http://
www.corteidh.or.cr/docs/supervisiones/radilla_17_04_15.pdf
30 El artículo 8 numeral 1 establece que Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro 
de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad 
por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.
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señor Radilla Pacheco y para intervenir en la averiguación previa de 
la violación sexual de las señoras Fernández Ortega y Rosendo Cantú. 
Dicha intervención del fuero militar estuvo basada en el artículo 57, 
fracción II inciso a) del Código de Justicia Militar, que establecía que 
eran delitos contra la disciplina militar aquellos que fueren cometidos 
por militares en momentos de estar en servicio o con motivo de actos 
del mismo. De ahí que sentenciara a México a la modificación de su 
normatividad castrense en los siguientes términos:

a) Adoptar las reformas pertinentes para permitir que las per-
sonas afectadas por la intervención del fuero militar cuenten con 
un recurso efectivo de impugnación de la competencia de esa ju-
risdicción; y

 b) Adoptar las reformas legislativas pertinentes para compati-
bilizar el artículo 57 del Código de Justicia Militar con los están-
dares convencionales e internacionales en materia de garantía del 
juez natural en relación con la jurisdicción penal militar.

En la supervisión de cumplimiento de sentencia, la Corte resolvió 
que, con la publicación de la nueva Ley de Amparo, Reglamentaria de 
los artículos 103 y 107 de la CPEUM, el 2 de abril de 2013, se amplia-
ba significativamente la legitimación activa de las víctimas para inter-
poner un juicio de amparo, eliminando los requisitos de legitimación 
que se exigían con anterioridad y con ello daba cumplimiento total al 
punto a) referido.

Respecto de la compatibilización del artículo 57 del Código de Jus-
ticia Militar con los estándares convencionales, la Corte IDH consideró 
insuficientes las modificaciones al Código de Justicia Militar, publica-
das en el DOF el 13 de junio de 2014,31 al estimar que continuaba sin 
adaptarse a los siguientes estándares jurisprudenciales: 

a) la jurisdicción militar no es el fuero competente para investigar 
y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores de violaciones de dere-
chos humanos, aun cuando el sujeto activo y pasivo sean militares, y 

31 En esa misma fecha se publicaron las reformas, derogaciones y adiciones a diversas disposiciones del Código 
Federal de Procedimientos Penales y de la Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de 
Sentenciados.
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b) en el fuero militar sólo se puede juzgar la comisión de delitos o 
faltas (cometidos por militares activos) que por su propia naturaleza 
atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar.32 

No obstante, las señaladas observaciones al Código de Justicia Mi-
litar, el artículo 57 fracción II inciso a) no fue objeto de nuevas mo-
dificaciones en las posteriores reformas de 2016 y 2018, por lo que la 
Corte IDH consideró que el Estado mexicano ha dado cumplimiento 
parcial a las medidas dictadas. 

Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. 
Sentencia de 26 de noviembre de 201033

El Estado mexicano fue demandado por el sometimiento en mayo de 
1999, de los señores Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores 
a tratos crueles, inhumanos y degradantes, mientras se encontraban 
detenidos y bajo custodia de miembros del Ejército mexicano; por su 
falta de presentación sin demora ante un juez y por las irregularidades 
acaecidas en el proceso penal que se adelantó en su contra. La deman-
da también se refiere a la falta de debida diligencia en la investigación 
y sanción de los responsables de los hechos, la falta de investigación 
adecuada de las alegaciones de tortura, y la utilización del fuero mili-
tar para la investigación y juzgamiento de violaciones a los derechos 
humanos.34

La Corte IDH condenó al Estado mexicano a lo siguiente:

1) Deber de conducir eficazmente la investigación penal de los 
hechos del caso, en particular por los alegados actos de tortura 
en contra de los señores Cabrera y Montiel, para determinar las 
eventuales responsabilidades penales y, en su caso, aplicar efecti-
vamente las sanciones y consecuencias que la ley prevea;

2) Realizar las publicaciones dispuestas en el texto de la 
sentencia;

32 Casos Radilla Pacheco, Fernández Ortega y otros, y Rosendo Cantú y otros Vs. México. Supervisión de Cum-
plimiento de Sentencia, op. cit., párr. 22
33 Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/se-
riec_220_esp.pdf 
34 Ibídem, párr. 2
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3) Otorgar por una sola vez a cada una de las víctimas, la 
suma fijada en la sentencia por concepto de tratamiento médico 
y psicológico especializado, así como por medicamentos y otros 
gastos conexos;  

4) Adoptar las reformas legislativas pertinentes para compati-
bilizar el artículo 57 del Código de Justicia Militar con los están-
dares internacionales en la materia y la CADH, así como adoptar 
las reformas legislativas pertinentes para permitir que las perso-
nas que se vean afectadas por la intervención del fuero militar 
cuenten con un recurso efectivo para impugnar su competencia;

5) Adoptar las medidas complementarias para fortalecer el 
funcionamiento y utilidad del registro de detención existente en 
México; 

6) Continuar implementando programas de capacitación sobre 
investigación diligente en casos de tratos crueles, inhumanos o 
degradantes y tortura, así como fortalecer las capacidades institu-
cionales del Estado mediante la capacitación de funcionarios de 
las Fuerzas Armadas sobre los principios y normas de protección 
de los derechos humanos y sobre los límites a los que deben estar 
sometidos; y

7) Pagar las cantidades fijadas en la sentencia, por concepto de 
indemnización por daño material e inmaterial y por el reintegro 
de costas y gastos.

La Corte IDH condenó al Estado mexicano a investigar, juzgar y, 
en su caso, sancionar (punto 1); al cumplimiento de medidas de sa-
tisfacción (puntos 2 y 5); de rehabilitación (punto 3); garantías de no 
repetición (puntos 4 y 6); y de restitución (punto 7). 

Respecto de las GNR contenidas en el punto 4, la Corte IDH resolvió 
en los mismos términos que en la supervisión de cumplimiento de sen-
tencia de los casos Radilla Pacheco, Fernández Ortega y otros, y Rosendo 
Cantú y otros Vs. México, ya comentados, es decir, que el cumplimiento 
había sido parcial.35

35 Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. Resolución de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 17 de abril de 2015. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/
docs/supervisiones/cabrera_17_04_15.pdf
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Como se observa, en los casos referidos corresponde el cumplimien-
to de la mayoría de las medidas ordenadas al Poder Ejecutivo. Sin em-
bargo, las modificaciones a la legislación ordenadas, son de tal alcance 
que resultan fundamentales para que la Corte IDH pueda determinar el 
cumplimiento total de las sentencias.

Así, aunque en cuatro de los cinco casos referidos, la Corte IDH 
ordenó prácticamente las mismas GNR, es decir: adoptar las reformas 
legislativas pertinentes para compatibilizar el artículo 57 del Código 
de Justicia Militar con los estándares internacionales en la materia 
y de la CADH; y adoptar las reformas pertinentes para permitir que 
las personas afectadas por la intervención del fuero militar cuenten 
con un recurso efectivo de impugnación de tal competencia, esto no 
ha sido atendido de manera efectiva, por lo que, es factible que en la 
próxima supervisión de cumplimiento de sentencia, la Corte IDH re-
suelva en idénticos términos.

IV. El papel preponderante del Poder 
Legislativo mexicano en el 

cumplimiento de las sentencias 
de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos

Obligaciones del Poder Legislativo frente a la CADH

De acuerdo con el artículo 89 fracción X de nuestra Carta Magna, al 
Senado de la República le deben ser sometidos por el Presidente de 
la República para su aprobación: los tratados internacionales, la ter-
minación, denuncia, suspensión, modificación, enmiendas, retiro de 
reservas y la formulación de declaraciones interpretativas sobre los 
mismos.

Sin embargo, ambas cámaras deben legislar con el objetivo de 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de 
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conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad, en estricta observancia del artículo 
primero constitucional. 

Sin duda, el órgano legislativo es una pieza fundamental en la ar-
monización normativa que se requiere para compatibilizar el marco 
jurídico mexicano con la CADH y su intervención no está limitada a la 
aprobación de los tratados internacionales, ni a la atención de las sen-
tencias en las que se ordena la modificación de la legislación, ya que, 
de conformidad con el artículo 2 de la Convención, México se com-
prometió a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales 
y a las disposiciones de la Convención, las medidas legislativas o de 
otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos y 
libertades reconocidos en ella.

Para la Corte IDH, la señalada adecuación implica la adopción de 
medidas en dos vertientes: i) la supresión de las normas y prácticas de 
cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la 
Convención o que desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen 
su ejercicio, y ii) la expedición de normas y el desarrollo de prácticas con-
ducentes a la efectiva observancia de dichas garantías.36

Si bien las obligaciones de adecuación no se refieren exclusivamen-
te a aquellas que puedan ser realizadas por el Poder Legislativo, sino 
en general, a la labor de todas las ramas del poder público a efectos de 
adecuar el aparato del Estado en su conjunto –que incluye su normativa 
interna – a las prescripciones de la Convención,37 también es cierto que, 
el Poder Legislativo es un elemento preponderante para la señalada 
adecuación, ya que, este deber incluye la obligación negativa que pro-
híbe dictar leyes contrarias al Pacto, como las obligaciones positivas de 
incorporar la legislación conveniente para hacer efectivo el tratado en el 
nivel nacional y suprimir aquella que le contraría.38

36 Caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
12 de agosto de 2008. Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_186_esp.pdf
37 LONDOÑO LÁZARO, María Carmelina, Las garantías de no repetición en la jurisprudencia interamerica-
na. Derecho Internacional y cambios estructurales del Estado, México, Ed. Tirant lo Blanch-Universidad de La 
Sabana, 2014, p.58
38 Ibídem, p. 63
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El Poder Legislativo y las GNR 

Como ya se ha mencionado, entre las medidas que puede ordenar la 
Corte IDH, las GNR revisten particular importancia, al tratarse de:

[…] resoluciones judiciales de naturaleza condenatoria, con las 
cuales se busca que el Estado declarado responsable en la ins-
tancia interamericana emprenda acciones concretas orientadas 
a eliminar de manera directa una alegada falla o deficiencia es-
tructural del sistema nacional que está permitiendo o favorecien-
do violaciones reiterativas a los derechos humanos.39

No obstante dicha relevancia y según lo visto hasta ahora, en las 
últimas sentencias de la Corte IDH en las que se ordenaron garantías 
de no repetición, la intervención del Poder Legislativo parecería más 
bien tardía.

Ya que, si bien las medidas ordenadas derivaron en sendas modifi-
caciones a la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral; a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción; al Código de Justicia Militar; en la publicación de la nueva Ley 
de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la CPEUM; 
y de la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Perso-
nas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de 
Búsqueda de Personas, éstas pudieron hacerse de manera previa a las 
resoluciones del tribunal internacional.

La poca o nula participación del Poder Legislativo que impide su 
actuación efectiva en tan relevantes procesos jurisdiccionales, podría 
explicarse en virtud de que, actualmente no existe un procedimiento, 
por lo menos a nivel normativo, que establezca mecanismos de comu-
nicación y actuación entre los poderes Ejecutivo y Legislativo para el 
seguimiento y atención de las peticiones que se encuentran en la CIDH 
o bien, de los casos, cuando éstos ya fueron remitidos a la Corte IDH. 
39 LONDOÑO LÁZARO, María Carmelina y HURTADO Mónica, Las garantías de no repetición en la práctica 
judicial interamericana y su potencial impacto en la creación del derecho nacional, México, Boletín Mexicano de 
Derecho Comparado, núm. 149, mayo-agosto, 2017, Universidad Nacional Autónoma de México, p. 731. Dispo-
nible en: https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=42751409008.
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De hecho, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento Interior 
de la Secretaría de Relaciones Exteriores,40 es la Dirección General de 
Derechos Humanos y Democracia la encargada de:

X. Dar seguimiento, en coordinación con las dependencias nacio-
nales y organismos internacionales, a la implementación de las 
medidas cautelares y provisionales emitidas por los mecanismos 
internacionales y regionales de protección de los derechos huma-
nos;

XI. Recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en 
contra del Estado Mexicano ante organismos internacionales de 
derechos humanos y representar al gobierno de México en los li-
tigios o procedimientos derivados de los mismos, en coordinación 
con la Consultoría Jurídica. Asimismo, promover la adopción de 
las medidas necesarias para resolver, conforme a derecho dichas 
quejas o denuncias.

De acuerdo con lo anterior, las atribuciones para atender lo relacio-
nado con los procedimientos en los que México es parte se encuentran 
únicamente en el ámbito del Ejecutivo Federal. Por otra parte, ni en 
el Reglamento de la Cámara de Diputados, ni en el del Senado de la 
República se considera su posible participación en dichas instancias 
internacionales, cuando lo que se está controvirtiendo u ordenando es 
la modificación del marco normativo nacional.

En tal razón, se estima que el acompañamiento de las y los legisla-
dores en dichos procedimientos, podría abonar en que, en la resolu-
ción de los casos por lo menos no se le condenara al Estado mexicano 
a la modificación de la legislación, si esta se realiza previamente. 

Es importante señalar que, cuando la Corte IDH ordena garantías de 
no repetición que implican la creación, modificación o derogación de 
la legislación deja un margen nacional de apreciación mínimo, puesto 
que el contenido de la ley está ya definido en la sentencia judicial,41 lo 
que permite reconocer a las GNR como una nueva fuente de creación de 
derecho nacional orientada a la definición o reconfiguración de aspectos 
40 Publicado en el DOF el 8 de enero de 2009.
41 LONDOÑO LÁZARO, María Carmelina, op. cit., p. 124
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institucionales fundamentales de un Estado,42 proceso en el que es facti-
ble que ambas cámaras del Congreso de la Unión se involucren.

V. Conclusiones

México ha tenido un papel fundamental en el ámbito internacional 
respecto de la protección de los derechos humanos, sin embargo, 

no es sino hasta que ratifica la jurisdicción de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos en 1998, que puede hablarse de un compromiso 
instrumentado en dicha materia. A partir de entonces, el Estado mexi-
cano ha sido sometido al escrutinio de dicho tribunal internacional en 
once ocasiones, en cinco de las cuales ha sido condenado a tomar me-
didas denominadas garantías de no repetición relacionadas con modi-
ficaciones legislativas.

No obstante que, en cuatro de los cinco casos señalados, se ordena-
ron prácticamente las mismas GNR, la Corte ha determinado que Mé-
xico sólo ha cumplido parcialmente con lo sentenciado, ya que no ha 
adecuado por completo su marco jurídico –específicamente el Código 
de Justicia Militar– a los estándares contenidos en la CADH.

Se estima que, el Poder Legislativo no debería limitar su participa-
ción en el SIDH a la aprobación de los tratados internacionales que 
protejan DDHH, sino involucrarse en el marco de las atribuciones 
constitucionales y legales que le corresponden, en las distintas etapas 
procedimentales tanto en la CIDH como en la Corte IDH, de manera 
previa a que ésta emita resoluciones que dicten garantías de no repe-
tición legislativas.
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